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JOSÉ MARÍA ÚSUGA ÚSUGA
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Magistrado Sustanciador: 
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Temas:


MÍNIMO VITAL / VÍCTIMA DE DESPLAZAMIENTO FORZADO / SUSPENSIÓN AYUDA HUMANITARIA / PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO / EXISTENCIA DE OTRO MEDIO DE DEFENSA / CONFIRMA / IMPROCEDENTE / Ahora, en el caso que nos concita, debe decirse que el accionante se limitó a manifestar que ostenta una condición de desplazado por la violencia, y que se le han negado sus derechos como tal; y si bien, se reconoce que este es un tema difícil para las personas que han sido víctimas de estos lamentables sucesos, que incluso se reconocen como sujetos de especial protección constitucional, esto no quiere decir que la acción de tutela se convierta en un escenario subsidiario para reclamar los beneficios que ante la instancia administrativa respectiva no se han procurado, pues no puede considerarse esta especial acción como un mecanismo alternativo de los contemplados originalmente para esos fines.  

Por otro lado, tampoco no puede inferirse que todas las víctimas gozan de los mismos derechos, pues hay criterios de priorización y análisis de los casos concretos y de las condiciones familiares y económicas, que adelanta la entidad a efectos de evaluar cuáles son las necesidades de los usuarios, y de acuerdo a ello conceder las prerrogativas que se adapten a su especial situación, tal como ocurrió en este caso, donde la Unidad de Víctimas decidió suspender la entrega de las ayudas humanitarias en favor del núcleo familiar del señor José María, precisamente porque después de los respectivos estudios, pudo concluir que el mismo no presentaba carencias y que incluso se encontraba en condiciones de prodigarse por sus propios medios los componentes de alojamiento y alimentación, decisión que fue proferida mediante acto administrativo motivado desde el 28 de junio de 2016, esto es, hace 2 años, y en contra del cual, valga la pena decirlo, no se interpuso por parte del interesado ningún tipo de recurso.     

(…)

En consonancia con lo anterior, es pertinente recordar que, en términos generales, la acción de tutela no es la vía para que las personas obtengan el reconocimiento y pago de la indemnizaciones administrativas como víctimas de la violencia, en especial porque en ese tipo de casos hay un considerable número de personas esperando su turno y realizando los trámites correspondientes para que la UARIV resuelva su situación, por lo que permitir que lo deprecado se otorgue en sede de tutela, indudablemente repercutiría en la vulneración de los derechos de terceros que se encuentran realizando trámites y esperando su turno para ser atendidos por la entidad accionada. 

REPÚBLICA DE COLOMBIA
RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO































TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA
SALA DE DECISIÓN PENAL
Magistrado Ponente
MANUEL YARZAGARAY BANDERA

SENTENCIA DE TUTELA SEGUNDA INSTANCIA

Pereira, jueves veintiocho (28) de junio de dos mil dieciocho (2018) 
Hora: 3:00 p.m. 
Aprobado por Acta No. 542 

	Radicación: 
	66001-31-04-002-2018-00020-01

	Procedencia:
	Juzgado Segundo Penal del Circuito de Pereira

	Accionante: 
	José María Úsuga Úsuga 

	Accionado: 
	Unidad de Víctimas 
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ASUNTO:
Se pronuncia la Sala en torno a la impugnación interpuesta por el señor JOSÉ MARÍA ÚSUGA ÚSUGA, contra el fallo proferido por el Juzgado Segundo Penal del Circuito de Dosquebradas, Risaralda, el 15 de mayo de 2018, mediante el cual resolvió negar la solicitud de amparo constitucional deprecada por el recurrente en contra de la UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL PARA LA ATENCIÓN Y REPARACIÓN INTEGRAL A LAS VÍCTIMAS –UARIV-. 
ANTECEDENTES:
Manifestó el accionante que es una persona de 85 años de edad, desplazado por la violencia desde hace 14 años, con múltiples enfermedades que han empeorado ostensiblemente desde aquel suceso, tales como DIABETES MELLITUS, FIBRILACIÓN Y ALETEO AURICULAR, ANEMIA, entre otras.
Refirió que a partir del desplazamiento se tuvo que trasladar del municipio de Cañas Gordas, Antioquia, hacia Dosquebradas, Risaralda, y desde entonces le ha tocado vivir en las casas de sus hijos por temporadas, algunas veces en una y otras veces en la otra, sin tener una estabilidad, y pasando penurias porque no tiene la posibilidad de ayudarles económicamente, mientras tanto, ellos deben pagar arrendamiento y en ocasiones se han encontrado desempleados. 
Dijo el señor José María que a pesar de sus múltiples impedimentos económicos y de salud, de su avanzada edad, su origen campesino y la imposibilidad de trabajar, la Unidad de Víctimas sólo le hizo entrega en todo este tiempo de dos ayudas humanitarias, sin embargo, considera que tiene derecho a gozar de un ingreso que le garantice el sustento y una vida en condiciones dignas. 

PRETENSIONES:

De conformidad con los hechos anteriormente reseñados, solicitó el accionante que se tutelen sus derechos fundamentales a la vida en condiciones dignas, integridad física, salud, debido proceso y mínimo vital, y en consecuencia, se le ordene a la UARIV que priorice su caso para ser indemnizado por el hecho victimizante de desplazamiento forzado, teniendo en cuenta su estado de salud y avanzada edad. Como petición subsidiaria, solicitó que se ordene a dicha entidad otorgarle las prórrogas de ayuda humanitaria que garanticen su sustento hasta que logre superar la situación de vulnerabilidad.    

SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA: 

El Juzgado Segundo Penal del Circuito de Dosquebradas, avocó el conocimiento de la actuación el 3 de mayo del año que transcurre en contra de la UARIV, entidad a la cual ordeno correr traslado del escrito de tutela y sus anexos para que ejerciera sus derechos de defensa y contradicción, además, vinculó de manera oficiosa al Municipio de Dosquebradas y a la Gobernación de Risaralda. 
Posteriormente, al efectuar el estudio de la situación fáctica planteada, decidió mediante sentencia del 15 de mayo de 2018, negar la solicitud de amparo constitucional invocada, ello teniendo en cuenta que desde el hecho de desplazamiento del cual fue víctima el señor José María Úsuga Úsuga, ha recibido por parte de la UARIV las ayudas humanitarias a las cuales ha tenido derecho, y también ha obtenido por parte de la Gobernación de Risaralda subsidios económicos y asistencia en salud.   
También estableció el cognoscente que la Unidad de Víctimas, mediante acto administrativo motivado, ordenó la suspensión de la entrega de componentes de atención humanitaria al núcleo familiar del accionante, teniendo en cuenta que ya había superado su situación de vulnerabilidad, y que los integrantes de la familia generan ingresos suficientes para su subsistencia, tales como alojamiento temporal y alimentación, sin embargo, el señor José María no interpuso ningún recurso en contra de esa decisión, por lo que no debe ser a través de esta acción que cuestione ese tipo de decisiones.  
IMPUGNACIÓN:
Una vez enterado de la decisión, el señor José María presentó un escrito mediante el cual la impugnó, pues considera que el Despacho de conocimiento actuó en favor de la entidad accionada y no tuvo en cuenta ninguno de sus argumentos, además, desconoció los múltiples pronunciamientos que en favor de las víctimas del conflicto ha proferido la Corte Constitucional. 
También aseguró que cuando la UARIV decidió suspender la entrega de las ayudas humanitarias, actuó sin ningún tipo de fundamento o prueba, desconociendo su avanzada edad, su estado de salud e indefensión, así como el de su hijo, quien presenta discapacidad por cirugía de columna. 
Por otra parte, expuso que el hecho de no haber acudido antes a la acción de tutela, no quiere decir que haya superado su condición de vulnerabilidad, pues como víctima siempre ha tenido la esperanza de que el estado lo ampare. 
Bajo dichos argumentos, reiteró las pretensiones planteadas en su escrito inicial. 

CONSIDERACIONES DE LA SALA:
1. Competencia: 

Esta Sala de decisión se encuentra funcionalmente habilitada para desatar la impugnación interpuesta, de conformidad con los artículos 86 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591 de 1991 y 1º del Decreto 1983 de 2017. 

2. Problema jurídico: 

En el presente asunto, le corresponde a la Sala determinar si como afirma el accionante, la Unidad de Víctimas ha desconocido sus derechos fundamentales, de manera que deba revocarse la decisión de primer grado, o si contrariamente dicha sentencia resulta acertada conforme a las pruebas arrimadas al expediente.  

3. Solución: 

El amparo previsto en el artículo 86 Superior como mecanismo procesal, tiene por objeto la eficaz, concreta e inmediata protección de los derechos constitucionales fundamentales en una determinada situación jurídica cuando éstos sean violados o se presente amenaza de conculcación, o cuando se reclamen de manera concreta y específica.

Es pertinente recordar que la acción constitucional tiene un propósito claro, definido, estricto y específico, que no es otro que brindar a la persona protección inmediata y subsidiaria para asegurar el respeto efectivo de los derechos fundamentales que se le reconocen
; consiste en una decisión de inmediato cumplimiento, para que la persona respecto de quien se demostró que vulneró o amenazó conculcar derechos fundamentales, actúe o se abstenga de hacerlo; denota entonces, la importancia que tiene la orden de protección para la eficacia del amparo, ya que sería inocuo que pese a demostrar el desconocimiento de un derecho fundamental, el Juez no adoptara las medidas necesarias para garantizar materialmente su goce.  
Ahora, en el caso que nos concita, debe decirse que el accionante se limitó a manifestar que ostenta una condición de desplazado por la violencia, y que se le han negado sus derechos como tal; y si bien, se reconoce que este es un tema difícil para las personas que han sido víctimas de estos lamentables sucesos, que incluso se reconocen como sujetos de especial protección constitucional, esto no quiere decir que la acción de tutela se convierta en un escenario subsidiario para reclamar los beneficios que ante la instancia administrativa respectiva no se han procurado, pues no puede considerarse esta especial acción como un mecanismo alternativo de los contemplados originalmente para esos fines.  

Por otro lado, tampoco no puede inferirse que todas las víctimas gozan de los mismos derechos, pues hay criterios de priorización y análisis de los casos concretos y de las condiciones familiares y económicas, que adelanta la entidad a efectos de evaluar cuáles son las necesidades de los usuarios, y de acuerdo a ello conceder las prerrogativas que se adapten a su especial situación, tal como ocurrió en este caso, donde la Unidad de Víctimas decidió suspender la entrega de las ayudas humanitarias en favor del núcleo familiar del señor José María, precisamente porque después de los respectivos estudios, pudo concluir que el mismo no presentaba carencias y que incluso se encontraba en condiciones de prodigarse por sus propios medios los componentes de alojamiento y alimentación, decisión que fue proferida mediante acto administrativo motivado desde el 28 de junio de 2016, esto es, hace 2 años, y en contra del cual, valga la pena decirlo, no se interpuso por parte del interesado ningún tipo de recurso. 
Sumado a lo anterior, debe decirse que no hay evidencia en el expediente sobre los trámites que ha adelantado el señor José María para obtener los beneficios de los cuales cree ser merecedor, concretamente sobre la reactivación de la entrega de ayudas humanitarias, o que haya instaurado alguna petición tendiente a que se le reconozca la indemnización administrativa, o al menos una manifestación concreta de los momentos puntales en los que ha solicitado la protección del estado y a cambio ha recibido respuestas negativas, razón que se suma a los motivos por los cuales este Juez constitucional no puede entrar a tutelar derechos y emitir órdenes cuando no ha quedado demostrado, ni de forma mínima, si el actuar del accionante ante la entidad ha sido diligente a efectos de conjurar los daños que ha mencionado. 

En consonancia con lo anterior, es pertinente recordar que, en términos generales, la acción de tutela no es la vía para que las personas obtengan el reconocimiento y pago de la indemnizaciones administrativas como víctimas de la violencia, en especial porque en ese tipo de casos hay un considerable número de personas esperando su turno y realizando los trámites correspondientes para que la UARIV resuelva su situación, por lo que permitir que lo deprecado se otorgue en sede de tutela, indudablemente repercutiría en la vulneración de los derechos de terceros que se encuentran realizando trámites y esperando su turno para ser atendidos por la entidad accionada. 
De acuerdo a lo anterior, no avizora esta Corporación que exista por parte de la accionada vulneración de los derechos fundamentales invocados por el accionante, lo que denota en principio la improcedencia de la presente acción constitucional, como así lo ha indicado el Órgano de Cierre en materia Constitucional: 

“En el mismo sentido lo han expresado sentencias como la SU-975 de 2003[18] o la T-883 de 2008[19], al afirmar que “partiendo de una interpretación sistemática, tanto de la Constitución, como de los artículos 5º y 6º del [Decreto 2591 de 1991], se deduce que la acción u omisión cometida por los particulares o por la autoridad pública que vulnere o amenace los derechos fundamentales es un requisito lógico-jurídico para la procedencia de la acción tuitiva de derechos fundamentales (...) En suma, para que la acción de tutela sea procedente requiere como presupuesto necesario de orden lógico-jurídico, que las acciones u omisiones que amenacen o vulneren los derechos fundamentales existan (…)”[20], ya que “sin la existencia de un acto concreto de vulneración a un derecho fundamental no hay conducta específica activa u omisiva de la cual proteger al interesado (…)”[21].   
 

Y lo anterior resulta así, ya que si se permite que las personas acudan al mecanismo de amparo constitucional sobre la base de acciones u omisiones inexistentes, presuntas o hipotéticas, y que por tanto no se hayan concretado en el mundo material y jurídico, “ello resultaría violatorio del debido proceso de los sujetos pasivos de la acción, atentaría contra el principio de la seguridad jurídica y, en ciertos eventos, podría constituir un indebido ejercicio de la tutela, ya que se permitiría que el peticionario pretermitiera los trámites y procedimientos que señala el ordenamiento jurídico como los adecuados para la obtención de determinados objetivos específicos, para acudir directamente al mecanismo de amparo constitucional en procura de sus derechos”[22]. 

Así pues, cuando el juez constitucional no encuentre ninguna conducta atribuible al accionado respecto de la cual se pueda determinar la presunta amenaza o violación de un derecho fundamental, debe declarar la improcedencia de la acción de tutela.”

En conclusión, resulta a todas luces inviable acceder a las solicitudes incoadas por el accionante, y por lo tanto, se habrá de confirmar en su totalidad la decisión impugnada.  

Por lo expuesto, la Sala Penal del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por la autoridad de la Ley,

RESUELVE:

PRIMERO: CONFIRMAR el fallo de tutela proferido por el Juzgado Segundo Penal del Circuito de Dosquebradas, Risaralda, el 15 de mayo de 2018, de acuerdo a las razones expuestas en la parte motiva de esta decisión. 

SEGUNDO: NOTIFICAR a las partes por el medio más expedito posible y remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

� Corte Constitucional, Sentencia T-01 de 1992.


� Corte Constitucional, sentencia T-130 de 2014, M.P. Dr. Luis Guillermo Guerrero Pérez. 
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